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QUEJOsO: **********
recurrenteS: ********** Y OTROS
RECURRENTE ADHESIVO: PODER EJECUTIVO FEDERAL
PONENTE: MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIo: mario gerardo AVANTE JUÁREZ

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 
Visto Bueno

Sr. Ministro:

V I S T O S  Y,

R E S U L T A N D O:
Cotejó:

PRIMERO.- Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el veintisiete de agosto de dos mil trece,
 ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco, **********, por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se especifican:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

a) Congreso de la Unión.
b) Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.
c) Secretario de Gobernación.
d) Director del Diario Oficial de la Federación.
e) Secretario de Hacienda y Crédito Público.
f) Jefe del Servicio de Administración Tributaria.
ACTOS RECLAMADOS:


a) La expedición, refrendo, promulgación y publicación del Decreto de once de octubre de dos mil doce, publicado el diecisiete siguiente, por el que se expidió la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en específico, los artículos 17, fracción XII, 18, 32, 53, fracción VII y 57. 


b) Del Secretario de Hacienda y Crédito Público y del Jefe del Servicio de Administración Tributaria, los actos de ejecución y aplicación en el ámbito administrativo de dicho ordenamiento, consistentes en: (i) la recepción de avisos por la realización de actividades vulnerables; (ii) los requerimientos de información, documentación, datos e imágenes necesarios para el ejercicio de sus facultades y su suministro a la Unidad Especializada en el Análisis Financiero de la Procuraduría General de la República; y (iii) la imposición de multas y todo tipo de sanciones por la aplicación de los artículos combatidos. 
El quejoso invocó como preceptos constitucionales violados los artículos 1°, 4º, 5º, 14, 16, 21, 22, 25, 28, 70 y 72, incisos H y F de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
SEGUNDO.- Conceptos de violación. Los conceptos de violación que expresó el quejoso en su demanda de amparo se sintetizan a continuación, con especial énfasis en los temas que subsisten en el presente recurso:

· El quejoso se duele de que la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita carece de una debida fundamentación y motivación, al no cumplir con las recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional sobre el Blanqueo de Capitales (GAFI) ni con el procedimiento legislativo correspondiente. 
· Considera que la ley impugnada implica que los fedatarios públicos realizan las actividades ilícitas que se pretenden prevenir y restringe el ejercicio de su profesión al imponerles obligaciones que van más allá de sus actividades de fe pública.
· Estima que el artículo 17, fracción XII del ordenamiento citado vulnera el principio de no discriminación en contra de los corredores públicos, toda vez que les otorga un trato diferenciado respecto de los notarios públicos a pesar de que ambos están investidos de fe pública.  
A su parecer, la ley considera como actividades vulnerables determinados servicios en los que los corredores públicos otorgan su fe pública, sin incluir las mismas actividades realizadas por los notarios públicos.
Respecto de la constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada del aumento o disminución de capital social, fusión o escisión y compraventa de acciones y partes sociales, así como de la constitución o modificación de fideicomisos, el artículo 17, fracción XII, apartado A, incisos c) y d) establece la obligación de los notarios públicos de dar el aviso correspondiente solamente cuando dichas operaciones sean iguales o superiores a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.  En cambio, en la misma fracción, apartado B, inciso b), se obliga a los corredores públicos a dar el aviso correspondiente en todas las operaciones. 

El quejoso aduce que la obligación de presentar dicho aviso genera obligaciones adicionales, como las señaladas en el artículo 18 del mismo ordenamiento, lo que genera mayores gastos que ponen en desventaja a los corredores frente a los notarios públicos, pues resulta más sencillo realizar el trámite ante estos últimos.   

Lo anterior se estima discriminatorio para los corredores públicos y contrario a los principios de libre competencia y concurrencia, que genera un competencia desleal. 
El quejoso afirma que del proceso legislativo no se desprende justificación alguna para ese trato diferenciado, por lo que la norma carece de una debida fundamentación y motivación. 

Del mismo modo, considera que el trato desigual entre corredores y notarios públicos no es una medida instrumentalmente apta para alcanzar los objetivos de la ley y se estima que es un error parlamentario.
· Asimismo, el quejoso se duele de que la ley no incluye dentro de las actividades vulnerables las realizadas por los partidos políticos y los sindicatos, las cuales también son vulnerables de ser utilizadas en operaciones con recursos de procedencia ilícita.     

· El quejoso impugna la constitucionalidad de los artículos 32 y 53, fracción VII de la ley en referencia por considerar que restringen el poder liberatorio ilimitado que tienen los billetes emitidos por el Banco de México. 
· También controvierte la constitucionalidad del artículo 18, fracción IV de la ley, al estimar que contraviene el principio de legalidad al no establecer de manera clara y precisa cuáles son los documentos que deben considerarse “soporte” de la actividad vulnerable, lo que deja en estado de indefensión a los particulares pues las autoridades podrían señalar dichos documentos de manera arbitraria. 

· El quejoso impugna los artículos 17 y 18 de la ley porque estima que violan los derechos de igualdad, no injerencia en la vida privada y seguridad de la persona, al imponer la obligación de presentar avisos a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a quienes realicen actividades consideradas como vulnerables. 

· Los actos atribuidos al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación, Director del Diario Oficial, Secretario de Hacienda y Crédito Público son violatorios en virtud de que constituyen la ejecución y aplicación los actos reclamados al Congreso de la Unión. 

· El quejoso aduce que el artículo 17, fracción XII, apartado B, fracción a) de la ley, viola el principio de igualdad dado que si el legislador pretendía regular la actividad de valuación debió incluir a todos los valuadores y no solo a los corredores públicos, con lo cual realizó diferencias entre sujetos que se encuentran en el mismo supuesto. 

Refiere que la norma resulta discriminatoria, puesto que será más conveniente un avalúo realizado por otro valuador que no sea corredor público, sin que del procedimiento legislativo se desprenda fundamentación o motivación alguna respecto de esta diferencia. 

Además, el quejoso considera que el artículo define de forma inexacta y errónea como acto de fe pública la emisión de un avalúo, el cual es un dictamen pericial en el que simplemente se emite una opinión sobre el valor de un bien. 
Si bien es cierto que los corredores públicos son fedatarios públicos, realizan actividades adicionales a la fe pública de conformidad con el artículo 6 de la Ley Federal de Correduría Pública.
Los avalúos son medios de prueba de acuerdo con el Código Federal de Procedimientos Civiles y no son documentos públicos según el criterio de la Suprema Corte, de lo que se concluye que no se emiten con fe pública. 

En términos de la tesis de la Suprema Corte de rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBE OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA”, el quejoso estima que la porción normativa viola el principio de igualdad y no discriminación por lo siguiente:
1) Existe una igualdad entre los avalúos emitidos por los corredores públicos y los realizados por otros valuadores.

2) El legislador no expresa los motivos por los que se realiza la diferenciación señalada, sin que sea aceptable considerar que se debe a la fe pública de los corredores porque en los avalúos no se requiere.
3) La diferenciación entre corredores públicos como valuadores y el resto de ello no abona al cumplimiento del objeto de la ley, pues la emisión de un avalúo no significa que se vaya a realizar una operación con recursos de procedencia ilícita y en el caso en que así fuera también deberían incluirse los avalúos emitidos por diferentes valuadores. 

4) La medida no es proporcional ni razonable con el objeto de la ley, ya que no implica una ventaja que sólo los avalúos emitidos por los corredores públicos se consideren actividades vulnerables, dado que la consecuencia será que dejen de encargarse los avalúos a éstos. 

Otras entidades facultadas para hacer avalúos son las instituciones de crédito, el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, así como profesionistas como arquitectos, ingenieros o contadores públicos.  

Por tanto, el quejoso aduce que se viola en su perjuicio los artículos 1 y 4 constitucionales y que se permite una competencia desleal.
· Se impugnan los artículos 52 y 57 del ordenamiento en referencia, relativos a las sanciones que pueden imponerse a los corredores públicos, dado que la Ley de Correduría Pública es la ley especial encargada de regular dicha función, la cual establece que la Secretaría de Economía es el único órgano facultado para supervisar y sancionar a los corredores públicos. Además de que se considera que las penas establecidas en los artículos combatidos son inusitadas. 
TERCERO.-  Trámite del juicio de amparo.  Por acuerdo de veintinueve de agosto de dos mil trece, la Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco, admitió la demanda de amparo y la registró bajo el número de expediente **********.

Mediante proveído de siete de enero de dos mil catorce,
 emitido después de haberse celebrado la audiencia constitucional, el dos de enero del mismo año,
 la Juez del conocimiento ordenó la remisión del asunto al Juzgado Tercero de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región con residencia en Culiacán, Sinaloa, 
Por auto de quince de enero de dos mil catorce, el Juez auxiliar indicado tuvo por recibido el juicio de amparo indirecto, ordenó formar el cuaderno de antecedentes, que se registró bajo el número ********** del índice de dicho juzgado y se avocó al conocimiento del asunto.
 

Finalmente, el siete de abril de dos mil catorce, se dictó sentencia en la cual se resolvió: sobreseer respecto de los actos de ejecución y aplicación en el ámbito administrativo del ordenamiento impugnado; así como de los artículos 17, fracción XII, apartado B, último párrafo; 18, fracción VI; 32; 53, fracción VII; y 57 de la ley en referencia; negar el amparo en contra de los artículos 17, fracción XII, apartados A y B, incisos b), c) y d); y 18, fracciones I a V; y, conceder el amparo en contra del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

Esencialmente, en la sentencia de amparo se sostuvo lo siguiente:
· Se declararon inexistentes los actos atribuidos al Secretario de Hacienda y Crédito Público y al Jefe del Servicio de Administración Tributaria, que se hicieron consistir en diversos avisos, requerimientos de información, documentación, datos e imágenes, así como imposición de multas y otras sanciones, toda vez que las autoridades negaron su existencia y el quejoso no aportó medio de convicción alguno para desvirtuar dicha negativa, aunado a que impugnó los preceptos por considerarlos de naturaleza autoaplicativa.  

· Se sobreseyó respecto de los artículos 17, fracción XII, apartado B, último párrafo; 18, fracción VI; y, 32 del ordenamiento impugnado, en virtud de que cuando se presentó la demanda de amparo no afectaban la esfera jurídica del quejoso debido a que no habían entrado en vigor.

· Asimismo, el juez de amparo determinó que se actualizó la misma causa de improcedencia respecto de los artículos 53, fracción VII y 57 del ordenamiento en referencia, pero porque la individualización de esas normas se condiciona a que exista un acto concreto de aplicación, ya sea la imposición de la multa o la cancelación definitiva de la habilitación otorgada al corredor público; cuya existencia no se acreditó en autos. 

· Se calificaron de ineficaces los argumentos en los que, medularmente, el quejoso se dolió de que el proceso legislativo que dio origen al ordenamiento impugnado adolece de una debida fundamentación y motivación, por no ceñirse a las recomendaciones realizadas por el organismo multilateral Grupo de Acción Financiera sobre Blanqueo de Capitales y Financiamiento al Terrorismo (GAFI).

Lo anterior, toda vez que el juez concluyó que las consideraciones emitidas por el Grupo en comento no son vinculantes, sino que constituyen un estándar internacional o modelo a seguir.  Asimismo, determinó que el Congreso de la Unión contaba con las facultades necesarias para expedir la ley, de conformidad con el artículo 73, fracciones X, XXI, XXIX-M y XXX constitucional, además de que existe la necesidad de implementar mecanismos óptimos que procuren identificar y prevenir las operaciones que utilicen recursos de procedencia ilícita con la finalidad de incorporarlos a la economía formal.
· El juzgador destacó que en el dictamen elaborado por la Cámara de Senadores se propuso cambiar la designación de “sujetos obligados” por “actividades vulnerables”, dado que no se trataba de regular a los sujetos sino a las actividades utilizadas en los procesos de lavado de dinero. Esta propuesta fue aceptada por la Cámara de Diputados. 

Así, estimó que no torna inconstitucional la ley el hecho de que dentro de las actividades vulnerables se hayan incluido algunas realizadas por los corredores públicos, pues el legislador bajo un enfoque de libre apreciación del riesgo evaluó las actividades de los fedatarios públicos vulnerables a las organizaciones criminales para el blanqueo de capitales.

El juzgador de amparo puntualizó que no se catalogó a los corredores públicos como sujetos activos del delito, dado que el propio legislador preciso que el término de “sujetos obligados” era un equívoco, al dar la idea errónea que son los que llevan a cabo las actividades ilícitas y no que desempeñan actividades vulnerables al crimen organizado.

· Se resolvió que tampoco asiste razón al quejoso sobre que la inclusión de la función de los corredores públicos como actividades vulnerables restringe su ejercicio profesional al violentar el derecho para mantener el secreto profesional en la relación de cliente-abogado e imponer cargas indebidas al ejercicio de la función pública. 

El juzgador hizo referencia a que la Suprema Corte ha sostenido que la libertad de trabajo establecida en el artículo 5° constitucional no es absoluta ni ilimitada y que, en el caso, las limitaciones impuestas por el ordenamiento combatido se justifican porque atienden al objeto de la ley y a la necesidad de adoptar políticas para permitir a quienes realizan actividades vulnerables coadyuvar en la protección de la integridad de la economía formal, a través de la prevención mediante avisos a las autoridades de la celebración de operaciones que por su naturaleza pueden llegar a representar un riesgo.

· El juez calificó de inoperante el argumento relativo al secreto profesional, en la medida en que está íntimamente vinculado con la obligación del corredor público de presentar avisos ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuando realice alguna de las actividades vulnerables, obligación que no había entrado en vigor cuando se presentó la demanda de amparo. 

· Igualmente, consideró ineficaces los conceptos de violación en los que se adujo la inconstitucionalidad del artículo 17, fracción XII, apartado B, incisos b) y c), en relación con el apartado A, inciso c) y d) del ordenamiento combatido, en virtud de que el quejoso considera que ante situaciones jurídicamente iguales se generan obligaciones diversas, pues la obligación de los notarios de presentar aviso cuando se realicen determinadas operaciones se genera si el acto jurídico alcanza un monto igual o superior a ocho mil veinticinco salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal.  En cambio, en el caso de los corredores públicos tal obligación se exige con independencia de su cuantía. 

El juez resolvió que la inconstitucionalidad alegada se hace depender de la obligación de presentar avisos, lo cual como se señaló anteriormente no puede ser materia de pronunciamiento dado que no era una obligación vigente cuando se presentó la demanda de amparo. 
· Se consideró infundado que el artículo 18, fracción VI de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita contraviene el derecho humano de legalidad. 

Se determinó que no asiste razón al quejoso respecto de que la norma controvertida no precisa cuál es la documentación que debe recabarse para identificar a los clientes y usuarios, toda vez que la fracción I de ese artículo establece los documentos que el corredor público debe solicitar a la persona o personas que pretendan llevar a cabo alguna de las actividades vulnerables, que son credenciales o documentos oficiales. 
Por tanto, la legislación controvertida no deja al arbitrio de la autoridad administrativa qué tipo de información debe solicitarse para identificar al cliente.

Por lo que hace al alcance de la palabra “soporte”, el juez de amparo señaló que, de un análisis sistemático de las normas, el corredor público deberá recabar la documentación que dé cuenta de la realización de los actos previstos en el artículo 17, fracción XII, apartado B.  Por lo que si bien el artículo 18, fracción VI, impugnado no estableció un catálogo de los documentos que deben exhibirse para cumplir con la obligación de custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información que sirva de soporte a la actividad vulnerable, es indudable que se refiere a los relacionados con cada una de las actividades vulnerables que sirva de base a la autoridad administrativa para cumplir con el objeto de la ley. 

Además, el juez estimó innecesario que el legislador defina cada vocablo utilizado en la norma a fin de cumplir con el derecho de legalidad, dado que si el quejoso es un perito en materia mercantil, conoce claramente cuál es la información requerida para la celebración de los actos señalados.  

· Se calificó de infundado que el artículo 17, fracción XII, apartado B, de la ley combatida vulnere el derecho a la igualdad.

Para efectuar el análisis del tema de constitucionalidad descrito, el juzgador consideró indispensable determinar si el precepto legislativo regula supuestos normativos idénticos, dirigidos a sujetos ubicados en el mismo plano, para lo cual analizó las actividades realizadas por los partidos políticos, los sindicatos y los corredores públicos.
El juzgador concluyó que no existe un rango de comparación entre las funciones, fines y origen de los partidos políticos y sindicatos con los del corredor público, pues mientras los primeros tienen como fin la promoción de la participación del pueblo en la vida democrática, haciendo posible el acceso a través de éstos al ejercicio del poder público; el segundo tiene como finalidad el estudio, mejoramiento y defensa de los intereses de los trabajadores y patrones, respectivamente; y, el tercero, es un perito en materia mercantil que, entre otras facultades, tiene la de dotar de fe pública ciertos actos en los que interviene. 

Por tanto, no se consideró posible hacer una comparativa a la luz del derecho humano de igualdad porque los partidos políticos, sindicatos y corredores públicos no están en el mismo plano de igualdad, por el contrario, se atentaría contra dicho principio al tratar igual a desiguales. 

En tal virtud, se estimó que no existía la violación alegada. 

· Se calificó de inoperante el argumento de que la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no incluye a los partidos políticos ni sindicatos; toda vez que, al tratarse de una omisión, de resultar fundado el agravio no podrían concretarse los efectos del fallo constitucional, ya que atentaría contra el principio de relatividad de las sentencias. 

· El juez declaró la inconstitucionalidad del artículo 17, fracción XII, apartado B, fracción a), de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

Definió la fe pública como la garantía que da el Estado de que son ciertos determinados hechos que interesan al derecho, por lo cual debía considerarse como una garantía de seguridad jurídica que da el fedatario tanto al Estado como al particular, al afirmar que determinado acto se otorgó conforme a derecho y que lo relacionado con él es cierto.

De lo anterior, se desprendió que asiste razón al quejoso que la actividad del avalúo no requiere estar dotada de fe pública para estimarse perfeccionada, pues esa actuación la hace el corredor público en su carácter de perito mercantil a fin de estimar el valor de un bien, servicios, derechos y obligaciones, mas no en su carácter de fedatario. 

En ese contexto, el corredor público realiza o facilita la conclusión de negocios mercantiles ajenos, por lo que su actuación se constriñe a la mera intervención como asesor en las diferentes transacciones de índole mercantil, como mediador o consejero de las partes que intervienen en los actos de comercio y dan testimonio de la legalidad de esos actos para otorgar certeza jurídica de su celebración. 

Para corroborar lo anterior, se citó el artículo 6° de la Ley Federal de Correduría Pública que establece, entre otras facultades de los corredores públicos, la de fungir como perito valuador para estimar, cuantificar y valorar los bienes, servicios, derechos y obligaciones que se sometan a su consideración por nombramiento privado o mandato de autoridad competente, así como la de actuar como fedatario público para hacer constar diversos actos y hechos jurídicos de naturaleza mercantil, relativos a contratos, emisión de títulos valor, entre otros. 

Con base en lo anterior, el juzgador consideró que los corredores públicos no realizan todas sus actividades investidos de fe pública, sino únicamente las que la ley ordena expresamente en el artículo 6° citado, fracciones V y VI, sin que se incluyan los avalúos. 

En ese sentido, el a quo precisó que la ley de la materia indica que los avalúos consisten en la estimación y valoración de bienes, servicios, derechos y obligaciones, mas no refiere que sea un acto que el corredor público deba realizar investido de fe pública, pues desempeña esa labor en su carácter de perito en materia mercantil, toda vez que la norma le reconoce determinados conocimientos técnicos o científicos para elaborar un dictamen en la materia del avalúo. 

En consecuencia, el juez de amparo estimó inconstitucional el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, que dispone que serán consideradas como actividades vulnerables los actos de fe pública, dentro de los que incluye los avalúos realizados por los corredores públicos.

· Por lo anterior, se concedió el amparo al quejoso para que se desincorpore de su esfera jurídica y no le sea aplicado en lo presente ni en lo futuro el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) del ordenamiento en comento, mientras perviva el vicio de constitucionalidad. 

· El juez de amparo consideró innecesario el estudio de los restantes argumentos relativos al trato desigual y discriminatorio frente a otros profesionistas que también realizan avalúos, ya que no conduciría a nada práctico. 

· En conclusión, el juzgador determinó: sobreseer en el juicio respecto de los actos de ejecución y aplicación en el ámbito administrativo del ordenamiento impugnado; así como de los artículos 17, fracción XII, apartado B, último párrafo; 18, fracción VI; 32; 53, fracción VII; y 57 de la ley en referencia; negar el amparo en contra de los artículos 17, fracción XII, apartado A y B, incisos b, c y d; y 18, fracciones I a V; y conceder el amparo en contra del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a.

CUARTO.- Recursos de revisión y revisión adhesiva. Inconformes con la resolución anterior, el quejoso,
 las Cámaras de Senadores
 y Diputados
 del Congreso de la Unión, así como el Presidente de la República
 interpusieron sendos recursos de revisión principal.

Mediante acuerdo de veintinueve de septiembre de dos mil catorce,
 el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito admitió a trámite los cuatro recursos de revisión y los registró bajo el número de expediente **********.  
Adicionalmente, por escrito depositado en el Servicio Postal Mexicano, en el Distrito Federal, el once de noviembre de dos mil catorce,
 el Presidente de la República, por conducto de un delegado, interpuso recurso de revisión adhesiva al recurso de revisión interpuesto por el quejoso, el cual se admitió a trámite mediante acuerdo de cuatro de diciembre siguiente.
  
Después de seguirse los trámites legales correspondientes, el once de diciembre de dos mil catorce, el Tribunal Colegiado dictó sentencia en la que, por mayoría, declaró firme el resolutivo primero de la sentencia de amparo, por no haber sido impugnado por la parte a la que perjudica; desestimó las causas de improcedencia aducidas; y, reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera el problema de constitucionalidad de los artículos 17, fracción XII y 18 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, por lo que ordenó remitir los autos respectivos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
QUINTO.- Trámite del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Recibidos los autos correspondientes, por acuerdo de quince de enero de dos mil quince, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que este órgano asumiría su competencia originaria para conocer del recurso de revisión; ordenó registrar el toca relativo con el número 71/2015; remitir el expediente a la Primera Sala de este Alto Tribunal y, turnar el asunto para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.

Finalmente, mediante proveído de seis de febrero de dos mil quince el Presidente de la Primera Sala determinó el avocamiento del asunto, así como su envío a esta ponencia con motivo del turno indicado.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción VIII, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo vigente
; y, 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el punto Tercero del Acuerdo Plenario 5/2013, toda vez que los recursos se interpusieron en contra de una sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Distrito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en un juicio de amparo indirecto, en el que se reclamó la inconstitucionalidad de diversos preceptos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación  de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno para su resolución.
SEGUNDO.- Oportunidad. Resulta innecesario estudiar si los recursos se interpusieron de forma oportuna, en virtud de que el Tribunal Colegiado ya analizó dicho presupuesto procesal.
 Sin que obste a lo anterior que no aparezca referencia expresa respecto de la oportunidad de la revisión adhesiva, toda vez que, por un lado, no se advierte en el expediente la constancia de notificación a esa autoridad responsable respecto del auto de admisión de la revisión principal interpuesta por el quejoso; y por otro lado, porque en el escrito de interposición de la revisión adhesiva, esa autoridad manifestó que fue notificada el cinco de noviembre de dos mil catorce, lo que conduciría a estimar que fue oportuna su presentación, dado que el plazo respectivo transcurrió del siete al trece del mismo mes y año, entre tanto se presentó el recurso ante la Oficina de Correos el día once de los mencionados.  
TERCERO.- Agravios. Los agravios planteados por los recurrentes principales y el adhesivo, se sintetizan a continuación:

I. ********** (quejoso):
· El juez de amparo vulneró el principio de exhaustividad, debido a que omitió pronunciarse sobre todos los argumentos esgrimidos en el tercer concepto de violación. 

· Si bien contestó lo relativo a que el ordenamiento impugnado no incluye a sindicatos y partidos políticos, no estudió la inconstitucionalidad del artículo 17, fracción XII, apartados A y B por vulnerar el derecho de igualdad, al establecer montos en las actividades vulnerables realizadas por los notarios, pero no para las llevadas a cabo por los corredores públicos, sin que existiera justificación jurídica alguna.

· El quejoso precisa que el a quo no encontró causa de improcedencia alguna respecto de este argumento, por el contrario, al referirse a los conceptos de violación que no estudiaría, no se refirió a este.

I Bis.- Presidencia de la república en el recurso de revisión adhesiva:
· El recurrente aduce que el artículo 17, fracción XII, apartado B de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no vulnera el derecho humano de igualdad al no incluir a los partidos políticos ni sindicatos como personas jurídicas expuestas a realizar actividades vulnerables. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha destacado que el principio de igualdad puede descomponerse en dos principios parciales que facilitan su aplicación: (i) si no hay razón suficiente para la permisión de un tratamiento desigual, entonces se ordena un tratamiento igual; (ii) si no hay razón suficiente para ordenar un tratamiento desigual, entonces está ordenado un tratamiento desigual. 

El quejoso no se encuentra en un plano de igualdad que los sindicatos y los partidos políticos, ya que es un perito en materia mercantil que, entre otras facultades, tiene la de dotar de fe pública ciertos actos.  En cambio, los partidos políticos son entes cuya principal función es hacer que el pueblo participe en la vida democrática del país y los sindicatos tienen la finalidad de estudiar, mejorar y defender los intereses del patrón y del trabajador. 

Por tanto, tales personas nunca podrán estar en un plano de igualdad, dado que no tienen la misma naturaleza que permita ubicarlos en la misma hipótesis. 

· Tampoco se considera que el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso b) y c) vulneren el derecho de igualdad al establecer un trato diferenciado entre los notarios y los corredores públicos. 
Después de exponer un marco doctrinal sobre el derecho de igualdad, así como criterios sostenidos por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se concluye que para analizar la violación a ese derecho es necesario establecer el punto de comparación entre los sujetos previstos por la norma, a fin de determinar si la diferencia atiende a una razón constitucionalmente válida, si es idónea y eficaz para lograr tal fin. 

Se afirma que si bien ambas personas prestan servicios de fe pública, sus actos y operaciones se rigen por normas distintas y tienen un ámbito de competencia diferente.  El recurrente se duele de que el a quo no tomó en cuenta dichas distinciones.

A continuación se señalan las diferencias entre ambas funciones:

	NOTARIOS PÚBLICOS
	CORREDORES PÚBLICOS

	Pueden actuar en materia civil y mercantil.
	Sólo pueden actuar en actos jurídicos de naturaleza mercantil.

Tienen fe pública en los actos de comercio que se celebran ante él.  Su función de fedatario público es de carácter especializado con una formación mixta, es decir, es perito en Derecho Mercantil y en aspectos económicos financieros

	Los poderes ejecutivos estatales les otorgan la fe pública. 
	El Poder Ejecutivo Federal les otorga la fe pública a través de la Secretaría de Economía.

	Se rigen por las leyes del notariado locales.
	Se rigen por la Ley Federal de Correduría Pública.

	Sólo tienen competencia en la entidad federativa que le concedió la patente.
	Tienen competencia en toda la República Mexicana.

	Sus actividades son: auxiliar a las autoridades locales y federales en el cálculo y entero de impuestos y derechos; avisarle de las circunstancias relevantes que conozca; vigilar que se cumpla con el procedimiento registral; dar fe pública y brindar asesoría sobre diversos actos (como contratos, testamentos y tramitación de herencias, transmisiones de propiedad, formación de sociedades y empresas, poderes, donación de órganos).  En general otorga seguridad jurídica
	Tiene funciones de: agente mediador, perito valuador, asesor jurídico, árbitro y fedatario público.  Es un auxiliar del comercio.

	Asientan en su protocolo las escrituras y actas que se otorguen ante su fe y expiden testimonios, que son una transcripción fiel del documento. 
	Emiten pólizas y actos, que son instrumentos públicos que hacen prueba plena.  Se corre un asiento en su registro y además debe conservar una copia. 

	Obligación de actuar en un protocolo cerrado.
	El archivo de las pólizas se integra en pliegos sueltos y la mayoría de las veces en hojas impresas.

	Pueden actuar con la comparecencia sucesiva de las partes
	Todos los contratantes deben acudir simultáneamente. 

	Obligación de formular duplicado que debe remitirse al Archivo de Instrumentos Públicos para su custodia.
	No tiene esta obligación.

	Obligación de asesorar a las personas que concurren ante él.
	No tienen esa obligación, en virtud de que la ley mercantil supone un grado de destreza comercial para la contratación.

	Cuando advierta alguna injusticia para cualquiera de las partes, debe hacer la observación correspondiente.
	En la legislación mercantil no existe la figura de lesión. 

	Debe concretarse a ser un receptor de la voluntad de las partes. 
	Al actuar como mediador puede participar activamente en la formación de todos los elementos del contrato, si se le facultó, inicia su actuación a partir de la búsqueda de un posible comprador, buscando el mejor interés para su comitente. 

	Es obligatoria la prestación del servicio cuando es requerido y la apertura de su oficina a un horario determinado.
	No tiene esas obligaciones.

	Obligación de cumplir con ciertos requisitos formales en sus protocolos. 
	No tiene esa obligación.

	Términos improrrogables para producir avisos al Archivo de Instrumentos Públicos y para empastar libros de documentos. 
	No tiene esa obligación.


De lo anterior, el concurrente concluye que si bien los notarios y corredores públicos tienen facultades concurrentes, la naturaleza y los fines para los que han sido autorizados son distintos.  En consecuencia, no puede considerarse que la norma impugnada les da un trato diferenciado, puesto que no se encuentran en el mismo plano de igualdad. 

Al respecto, se hace referencia a que los corredores públicos tienen facultades de carácter especializado, con formación mixta, enfocada a un perito en materia mercantil y aspectos económicos-financieros, en virtud de la naturaleza de los actos en los que interviene. Además de que únicamente pueden actuar dentro de la plaza para la cual fue habilitado, aunque los actos que celebren pueden referirse a cualquier otro lugar. 

Por ende, el recurrente afirma que el ordenamiento impugnado únicamente toma los elementos y restricciones establecidos en las legislaciones civil y mercantil, que son las que establecen la diferencia de trato en función de las actividades que realizan. 

Contrariamente a lo sostenido por el quejoso, el recurrente estima que el artículo 17 impugnado otorga un trato igualitario a los notarios y corredores públicos, al imponerles la obligación de identificar y dar aviso de las actividades vulnerables. 

Considera que no vulnera el derecho de igualdad el hecho de que se imponga a los notarios la obligación de dar el aviso en caso de que las operaciones tengan un valor igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal; toda vez que los actos que son protocolizados y autorizados por éstos no escapan de control, lo cual no sucede en el caso de los corredores públicos, quienes no se ven obligados a asesorar a las personas que concurren ante ellos ni hacer observaciones en caso de advertir injusticias.

Aunado a lo anterior, al tener fines de lucro las actividades en las que interviene no requieren parámetro alguno para medir el fin comercial, a diferencia de los notarios cuyas actividades se encaminan esencialmente a cuestiones civiles, que no en todos los casos tienen ánimo de lucro y cuando se protocolizan actos mercantiles deben explicar las consecuencias legales de la operación, por lo cual resulta innecesario que presente el aviso en comento en todos los caso.

En ese contexto, aunque las actividades vulnerables señaladas para ambos parecieran las mismas, son llevadas a cabo de manera y con fines distintos, pues el notario interviene en actividades de personas morales que no necesariamente tienen un fin de lucro. 

En tal virtud, el legislador estableció montos a los notarios cuando realicen actos cuya naturaleza puede ser civil o mercantil con la finalidad de fijar un tope para advertir cuales tienen fin de lucro y cuales son de naturaleza civil. 

Por las razones apuntadas, se considera que la medida es idónea para dotar a las autoridades de las herramientas adecuadas para obtener los mejores resultados posibles. 

· Asimismo, el recurrente afirma que la medida implementada en el artículo 17, fracción XII, apartado B, incisos b) y c) es razonable. 

Estima que este principio en el ámbito legislativo se refiere a que la norma debe atender a motivos certeros que justifiquen su existencia, además de que su núcleo debe ser congruente con dichos fines.  Se cita la tesis P./J. 120/2009, de rubro: “MOTIVACIÓN LEGISLATIVA. CLASES, CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS”, la cual contiene el criterio de la Suprema Corte sobre que existen dos tipos de motivación de normas: la reforzada, para el caso en que los valores constitucionales puedan ponerse en peligro, y la ordinaria, en la que un control muy estricto llevaría al juzgador constitucional a sustituirse en la función del legislador, como en lo que se refiere a campos como el económico y la organización administrativa del Estado. 

Por ende, el recurrente afirma que la medida en análisis es razonable porque sus objetivos se encaminan a proteger el sistema financiero y la economía nacional, además de que en esos ámbitos la motivación requerida no es la reforzada, sino la ordinaria. 

Sin embargo, el recurrente estima que el a quo no observó estas premisas al considerar que las normas reclamadas no son aptas para lograr los fines perseguidos.  Aduce que el Juez de Distrito realizó un control estricto de la motivación y la idoneidad de la medida adoptada por el legislador, en vulneración a la libre configuración legislativa, sin tomar en cuenta que no le corresponde analizar si tales políticas son necesarias o las mejores. 

Entonces, se concluye que el análisis de las idoneidad de la medida que realiza el a quo es equivocado. 

Se precisa que el Pleno de la Suprema Corte, al resolver el amparo en revisión **********, determinó que el análisis de la contravención al principio de igualdad por una norma general se acota a que ésta regule sobre las categorías señaladas en el artículo 1° constitucional respecto de las cuales se prohíbe la discriminación. 

No obstante, el recurrente estima que en el presente caso no hay motivos para desplegar un escrutinio de constitucionalidad especialmente intenso, ya que la norma impugnada no introduce alguna de estas categorías ni establece elemento alguno que atente contra la dignidad humana o tenga por objeto anular o menoscabarlos derechos o libertadas de las personas. Por el contrario, establece la obligación de presentar aviso a la autoridad por realizar actividades susceptibles de llevarse a cabo con recursos de procedencia ilícita, debiendo reiterarse que las operaciones de los corredores y notarios públicos tiene características distintas.

En apoyo a lo anterior se transcribe la tesis P./J. 29/2011, de rubro: “PROTECCIÓN A LA SALUD DE LOS NO FUMADORES. LAS NORMAS QUE RESTRINGEN LA POSIBILIDAD DE FUMAR EN ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES ABIERTOS AL PÚBLICO DEBEN SER ANALIZADAS BAJO ESCRUTINIO NO ESTRICTO”. 

Por tanto, se considera erróneo el razonamiento del a quo en el sentido de que bastará con que una operación se lleve a cabo ante notario público para escapar del control de la autoridad, pues en esos casos éste está obligado a orientar y explicar a los otorgantes y compareceintes el valor y las consecuencias legales de los actos jurídicos que vaya a autorizar, en términos del artículo 83 de la Ley del Notariado. 
II. Cámara de Senadores:
· La recurrente alega que el a quo no estudió la causa de improcedencia relativa a la falta de aplicación de las normas impugnadas, las cuales considera de naturaleza heteroaplicativa y no autoaplicativa. 

· Por otra parte, la recurrente se duele de que el juez de amparo interpretó indebidamente el artículo 17, fracción XII de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, ya que lo hizo de forma aislada considerando que su objeto es regular lo relativo a actividades que necesitan de fe pública.
Sin embargo, la ley no regula las actividades que necesiten de fe pública, sino que señala los sujetos que se consideran susceptibles de realizar operaciones o actos vulnerables de utilizarse para el lavado de dinero.  Así, al referirse a la fe pública se entiende como aquellos sujetos que por disposición estatal prestan sus servicios como fedatarios públicos, por lo que el artículo enlista las actividades o actos a los que están facultados para realizar como profesionistas.
La naturaleza del artículo impugnado es clasificar las actividades consideradas como vulnerables para la utilización del lavado de dinero y, en algunos casos específicos, señalar los sujetos que pueden realizar dichas actividades, mas no es su objeto establecer los actos que necesariamente deban estar dotados de fe pública. 

Los sujetos que realizan actividades vulnerables corresponden a profesiones no financieras, las cuales fueron designadas por la comunidad internacional como las más susceptibles de emplearse en esquemas de lavado de dinero y financiamiento de grupos delictivos. En consecuencia, ameritan un régimen especial de prevención que reduzca el riesgo de ser utilizadas por organizaciones criminales.

Lo anterior se desprende de la exposición de motivos enviada por el Poder Ejecutivo Federal, así como el Dictamen presentado ante el Pleno del Senado de la República. 

Por tanto, el propósito de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita es establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita y actos tendentes a financiar a la delincuencia organizada, para lo cual propone establecer un régimen de identificación y reporte de ciertos actos u operaciones vinculados a actividades que pueden ser vulnerables a utilizarse por el crimen organizado. 

III. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión:
· La sentencia de amparo es incongruente, toda vez que concedió el amparo respecto del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, sin considerar que a la fecha en que se presentó la demanda ese precepto no había entrado en vigor, por lo que no afectaba la esfera jurídica del quejoso al encontrarse en el periodo de “vacatio legis”.
· Asimismo, la sentencia vulnera el principio de congruencia interna debido a que en los resolutivos primero y segundo sobreseyó y negó el amparo, entre otros, respecto del artículo 17, fracción XII, apartados A y B, incisos b), c) y d) y último párrafo, lo cual guarda una estrecha e idéntica situación, vigencia y naturaleza jurídica que el artículo contra el cual concedió el amparo. 

De lo anterior, se advierte que el juzgador aplicó diferentes criterios a situaciones análogas.
· La recurrente afirma que el Juez de Distrito realizó una interpretación errónea e imprecisa del artículo 17, fracción II, apartado B, inciso a) impugnado, ya que no consideró circunstancias y condiciones que de hecho y en algunas ocasiones hacen que los avalúos elaborados por los corredores públicos estén investidos de fe pública. 

Se menciona que una de estas situaciones especiales se prevé en el artículo 29 del Reglamento de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, que dispone que los corredores públicos deberán observar lo dispuesto en el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) en comento cuando en la realización de los avalúos sobre los bienes respectivos utilicen la fe pública.
Igualmente, se aducen erróneas las consideraciones del a quo sobre el concepto de fe pública. 

Del contenido de los artículos 3, fracción I de la Ley Federal de Correduría Pública y 2, fracción IV de su Reglamento, se desprende que los actos o servicios realizados por los corredores públicos se dividen en dos: como auxiliares del comercio o como fedatarios públicos.  Entonces, si los avalúos emitidos por los corredores públicos no entran en la primera categoría, se deduce que gozan de fe pública, en atención a la naturaleza y facultades que el Estado les otorga en dicho ordenamiento.

Del “Acuerdo que establece los lineamientos a seguir por los corredores públicos para emitir avalúos” se desprende que los avalúos emitidos por los fedatarios públicos otorgan seguridad jurídica, lo que lleva a la recurrente a concluir que “en ciertos momentos” estos avalúos sí se encuentran investidos de fe pública.

Aunado a lo anterior, la Cámara de Diputados numera diversos ordenamientos jurídicos que expresa o implícitamente facultan al corredor público como perito valuador.  A partir de esa lista, se afirma que los avalúos emitidos por el corredor público proporcionan la seguridad jurídica que carecen aquéllos practicados por particulares, ya que tienen pleno valor probatorio en todas las materias y su fuerza y alcance es casi ilimitado según se desprende de los diversos ordenamientos citados.  

En ese sentido, la recurrente afirma que los documentos que expide el corredor público son verdaderos instrumentos públicos y constituyen prueba plena precisamente por su carácter de fedatarios públicos.  De ello se concluye que determinados avalúos efectivamente están investidos de fe pública. 

Por analogía de razón se considera aplicable la tesis de rubro: “AVALÚOS PARA EFECTOS FISCALES. QUIÉNES DEBEN LLEVARLOS A CABO (ARTÍCULOS 4O. DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y 41, APARTADO A, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA).”
· Por otro lado, se asevera que la finalidad de la ley impugnada fue fortalecer las medidas de prevención y detección de actos u operaciones con recursos de procedencia ilícita, que es un fin de seguridad nacional.  

En particular, se hace referencia a que el objetivo del artículo 17, fracción II, apartado B, inciso a) persigue: restringir operaciones en efectivo, la generación de información y la coordinación, a fin de debilitar a las organizaciones delictivas, restringiendo y dificultando la incorporación de recursos ilícitos al mercado formal. 

Además, se estima que el interés público, que protege la ley combatida, debe prevalecer sobre el interés particular, lo cual justifica la restricción de derechos, que no son absolutos.

· Después de hacer referencia al proceso legislativo establecido en la Constitución General, la recurrente estima que debe negarse el amparo al quejoso en virtud de que no se le ocasiona perjuicio alguno con la norma impugnada, la cual no vulnera la Norma Suprema ni los tratados internacionales de los que el Estado es parte y porque el Congreso actuó dentro de su facultad de legislar en materia de seguridad nacional, de conformidad con el artículo 73, fracciones XXI, XXIX-M y XXX constitucional. 

· Se estima que las consideraciones emitidas por el a quo son meras apreciaciones subjetivas derivadas de una indebida interpretación de los preceptos constitucionales que el quejoso aduce violados, por lo que sólo son señalamientos ambiguos y superficiales, sin que el quejoso expresara cuál es el agravio directo que la causa la norma impugnada. 

IV. Presidente de la República en el recurso de revisión principal:
· Se afirma que el juicio de amparo es improcedente, en virtud de que el quejoso no tiene interés jurídico ya que la norma impugnada es heteroaplicativa y no se acreditó acto de aplicación alguno.
· Se controvierten los efectos para los cuales se concedió el amparo, pues se estima que lejos de tener un fin inmediato y restitutorio en términos del artículo 77, fracción I de la Ley de Amparo, es especulativo, al otorgarse el amparo para situaciones futuras de realización incierta, ya que el corredor público puede o no realizar los avalúos señalados en el artículo 17 combatido.
· El recurrente afirma que no es inconstitucional el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.
A su consideración, el juez de amparo pasó por alto que la finalidad de este ordenamiento es hacer frente a la delincuencia organizada, controlando y monitoreando las actividades vulnerables, entre las que se encuentra la fe pública de los notarios y corredores públicos, para proteger a los usuarios de estos servicios al otorgarse mayor seguridad en las operaciones que realicen; proteger el sistema financiero y la economía nacional; así como dar un mayor cumplimiento a los estándares internacionales de prevención y combate al lavado de dinero y financiamiento al terrorismo.

La medida combatida no es contraria a los derechos de legalidad y seguridad jurídica, en tanto que únicamente constituye un acto de molestia al gobernado, no en lo particular, sino como parte de las personas que realizan actividades catalogadas como vulnerables, entre las que se incluyen a los notarios y corredores públicos. En ese sentido, se considera que el a quo partió de una errónea interpretación de la norma combatida al considerar que atenta contra los derechos del quejoso. 

Posteriormente, se reitera que el quejoso no demostró que hubiere realizado el avalúo a que se refiere el artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) en comento.

Asimismo, se afirma que la obligación de rendir avisos cuando se realice el avalúo indicado en el precepto combatido se impone a los corredores públicos y notarios, mas no a cualquier otra persona capacitada para emitir avalúos sin fe pública. 

Finalmente, la recurrente realiza el test de proporcionalidad sobre la norma impugnada. Respecto de la finalidad, afirma que no busca impedir el funcionamiento o ejercicio de las actividades de los corredores y notarios públicos, por el contrario, requiere de su participación activa para lograr la consecución de sus objetivos.  En cuanto a la idoneidad, se considera que cumple con el requisito porque monitorea el flujo de efectivo y recursos en actividades que se ha detectado que pueden ser vehículos utilizados por la delincuencia organizada para el lavado de dinero.  Asimismo, se considera que la medida es proporcional, entendiendo que la afectación de los derechos humanos guarda una relación de correspondencia con los finales perseguidos. 

CUARTO.-  Estudio de fondo.  Por razón de método, se estudiará en primer lugar el recurso de revisión hecho valer por la parte quejosa y la adhesión a este recurso interpuesta por el Presidente de la República. 

I.- Revisión del quejoso y adhesión al recurso interpuesta por el Presidente de la República.

En el recurso de revisión, el quejoso pretende impugnar la decisión contenida en el punto resolutivo segundo en el que el Juez de Distrito determinó negar la protección federal solicitada en relación con los artículos 17, fracción XII, apartados A y B, incisos b, c y d y 18, fracciones I a V.
 
Es infundado el agravio de naturaleza formal que por omisión hace valer la quejosa, en relación con que: a pesar de que en el concepto de violación tercero de la demanda de amparo hizo valer violación al derecho de igualdad y no discriminación derivado del contenido del artículo 17, fracción XII, incisos A) y B), en relación con el numeral 18 impugnados, por darse un trato diferente para Notarios y Corredores Públicos; en la sentencia recurrida el Juez de Distrito no se ocupó de atender esos argumentos de inconstitucionalidad sin que existiera causa justificada para ello.

Lo anterior es así, porque si bien del contenido del concepto de violación tercero,
 se aprecia que el quejoso vertió diversos argumentos en el sentido señalado. Lo relevante es que entre las consideraciones de la sentencia de amparo, en particular en la parte final del punto considerando Octavo,
 sí se atendió y desestimó el argumento de mérito, sobre la base sustancial de que la inconstitucionalidad alegada se hacía depender de la obligación de presentar los avisos prevista en el último párrafo del apartado B del artículo 17 y de la fracción VI del numeral 18 de la legislación controvertida, lo que –al parecer del juzgador de amparo- no podía ser materia  de pronunciamiento porque dicho deber aún no se actualizaba para la fecha de presentación de la demanda de amparo, por lo que no podría ponderarse la violación al principio de igualdad.

Argumentos del juez de amparo que, con independencia de lo correcto o incorrecto del sentido de la determinación, resultan suficientes para desestimar la violación formal que por omisión atribuyó el recurrente al Juez de Distrito.
Para mayor claridad, se transcribe la parte conducente de la sentencia de amparo que dice:

“Consecuentemente, si en la especie la obligación de presentar los avisos en términos del artículo quinto transitorio de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, aun no se encontraba vigente, es dable afirmar que el motivo de disenso resulta inoperante, ante la imposibilidad de emitir un pronunciamiento de fondo en relación con el tema del secreto profesional, pues no puede soslayarse que el planteamiento está íntimamente relacionado con la obligación de presentar los avisos, deber que no existía al presentar el libelo actio y, por ende no es factible configurar una violación a dicho secreto en los términos planteados.
Por las mismas razones resultan jurídicamente ineficaces los argumentos del quejoso planteados en el segundo y tercero de los conceptos de violación, en los que pretende cuestionar el artículo 17, fracción XII, Apartado B, incisos b y c, en relación con el Apartado A, inciso c y d, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, relativos a la constitución de personas morales mercantiles y operaciones realizadas para llevar a cabo un aumento o disminución de capital, fusión o escisión, entre otras, la compraventa de acciones y partes sociales de personas morales mercantiles; así como la constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en los que de acuerdo con las legislaciones aplicables puedan actuar.

A efecto de evidenciar la ineficacia jurídica de los argumentos, resulta oportuno precisar medularmente los planteamientos ahí formulados.
El quejoso alega que las porciones normativas a que se hizo referencia, resultan inconstitucionales porque ante situaciones jurídicamente iguales se generan obligaciones diversas. Esto es, que la obligación para los notarios públicos de presentar los avisos cuando ejecutan una actividad vulnerable, en específico, la constitución de personas morales mercantiles y operaciones realizadas para llevar a cabo un aumento o disminución de capital fusión, o escisión, entre otras, la compraventa de acciones y partes sociales de personas morales mercantiles, se genera si el acto jurídico alcanza un monto igual o superior de ocho mil veinticinco salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, y que en el caso de los corredores públicos tal obligación se exige con independencia de su cuantía.
El mismo argumento se plantea respecto de la constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, es decir, el motivo de queja deriva de la obligación de dar aviso, el cual se genera con motivo de la celebración de la actividad vulnerable cuando el monto de la operación es igual o superior a ocho mil veinticinco salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal. Aspectos que, como se dijo en líneas que anteceden, se reiteran en los motivos de queja señalados como segundo y tercero de la demanda de amparo.
Se afirma que son jurídicamente ineficaces los argumentos expuestos porque la inconstitucionalidad alegada al igual que respecto del tema del secreto profesional, se hace depender de la obligación de presentar los avisos prevista en el último párrafo del apartado B del artículo 17 y de la fracción VI del numeral 18 de la legislación controvertida, lo cual no puede ser materia de pronunciamiento, pues dicho deber aún no se actualizaba a la data de presentación de la demanda de amparo y, en sentido no podría ponderarse la violación al principio de igualdad.
De ahí que los argumentos expuestos resulten jurídicamente ineficaces”. 

De ahí lo infundado de los agravios que hizo valer el quejoso en la revisión principal.
No obsta a lo anterior, que el recurrente haya propuesto como parte de los agravios en la revisión, que la desigualdad reclamada no estaba en la obligación que genera la ley de dar aviso ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sino en el hecho de que la ley establece montos en las actividades vulnerables del artículo 17, fracción XII, A, y no lo haga en el apartado B, sin que exista justificación jurídica para tal diferencia.

Pues tal manera de argumentar resulta inoperante al ser insuficiente para combatir la respectiva consideración del juez de amparo, en el sentido de que  la inconstitucionalidad alegada se hacía depender de la obligación de presentar los avisos prevista en el último párrafo del apartado B del artículo 17 y de la fracción VI del numeral 18 de la legislación controvertida, lo que –al parecer del juzgador de amparo- no podía ser materia  de pronunciamiento porque dicho deber aún no se actualizaba para la fecha de presentación de la demanda de amparo, por lo que no podría ponderarse la violación al principio de igualdad.

Ahora bien, al haber resultado infundados los agravios de la revisión interpuesta por el quejoso, procede declarar sin materia la revisión adhesiva relacionada interpuesta por el Ejecutivo Federal.

Sirve de apoyo a lo anterior, en lo conducente y por analogía de razón, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 71/2006, de rubro “REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE.” 

En segundo lugar, se estima necesario analizar la revisión principal interpuesta por la Cámara de Senadores.
II.- Revisión interpuesta por la Cámara de Senadores.
Son parcialmente fundados, pero suficientes para que esta Sala se avoque al estudio conducente del planteamiento de inconstitucionalidad, el argumento de agravio consistente en que: en el análisis sobre constitucionalidad de la Ley, el Juez de amparo realizó una indebida interpretación del artículo 17, fracción XII, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con recursos de procedencia Ilícita, porque lo interpreta como un artículo aislado cuyo objeto es regular las actividades que necesitan de fe pública, cuando la naturaleza del artículo es clasificar las actividades que son consideradas como vulnerables para la  utilización del lavado de dinero, no que esas actividades  o actos necesariamente sean dotados de fe pública por los profesionistas, tomando en consideración que los fedatarios públicos son personas que por sus actividades, conocimientos, naturaleza de sus servicios o giros comerciales, pueden usarse como medios de acceso para incorporar a la economía formal los recursos de procedencia ilícita. 

Se estima que son parcialmente fundados porque en la sentencia de amparo, se aprecia que el Juez de Distrito llevó a cabo el estudio sobre la constitucionalidad del artículo 17, fracción XII, apartado B, fracción a), de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en los siguientes términos sustanciales:

a) El quejoso sostiene que el precepto impugnado define que la emisión de un avalúo es un acto de fe pública, cuando esa actividad constituye un dictamen pericial donde simplemente se da una opinión de valor respecto de un bien. Lo que califica como fundado.

b) Precisa en qué consiste la condición de que el Corredor Público sea una persona investida de fe pública.

c) Fe pública es la garantía que da el Estado de que son ciertos determinados hechos que interesan al derecho.

d) Atendiendo al concepto de fe pública, la actividad del avalúo no es de aquéllas que requiera estar dotada de fe pública, pues la hace el Corredor con la calidad de perito mercantil para estimar el valor de un bien u otro, pero no con el carácter de fedatario público.

e) Acorde con el artículo 6º de la Ley Federal de Correduría Pública, la actividad de valuación no se realiza investido de fe pública, dado que ese precepto enuncia que los actos que el funcionario debe dotar de fe pública son los previstos en la fracción V y VI de la misma disposición. Por tanto, por exclusión, no se encuentra entre estas la actividad del avalúo.

f)   La Ley General de Sociedades Mercantiles tampoco prevé que el corredor público tenga dentro de sus funciones de fe pública la de emitir avalúos.
g) El Corredor Público únicamente realiza con fe pública las actuaciones que expresamente señala la ley.

h) Si el artículo 17, XII, B, a) impugnado, puntualiza que serán consideradas como actividades vulnerables los actos de fe pública, y en ese catálogo señaló con esa connotación a los avalúos respecto de los Corredores Públicos; por lo que es indudable que tal puntualización ‘no encuentra dentro de esa contextualización’, pues los avalúos no constituyen actos de fe pública.

i) Que ello torna inconstitucional la porción normativa.

De lo que se advierte que el Juez de Distrito tomó como una premisa relevante de su decisión, que el artículo 17, XII, B, a), puntualiza que serán consideradas como actividades vulnerables los actos de fe pública, y que en ese catálogo se incluyó como uno de los actos de fe pública a los avalúos respecto de los Corredores Públicos.
Premisa que esta Primera Sala estima que es inexacta, dado que el sentido del precepto y porción normativa impugnada, a la luz del diverso artículo 3º, fracción VII, de la misma Ley, consiste en señalar que: Se entenderá como actividad vulnerable la prestación de servicios de los fedatarios públicos, cuando se realice por un corredor público y consista en la realización de avalúos sobre bienes cuyo valor sea igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.  
Se explica lo anterior, a partir del análisis del contenido de los preceptos 3º, fracción VII y 17, fracción XII, en comento, que es como sigue:

“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: …VII. Fedatarios Públicos, a los notarios o corredores públicos, así como a los servidores públicos a quienes las Leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el ejercicio de sus atribuciones establecidas en las disposiciones jurídicas correspondientes, que intervengan en la realización de Actividades Vulnerables;”

“Artículo 17.- Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan: …XII.- La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes:
 A. Tratándose de los notarios públicos:

a) La transmisión o constitución de derechos reales sobre inmuebles, salvo las garantías que se constituyan en favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda.

Estas operaciones serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando en los actos u operaciones el precio pactado, el valor catastral o, en su caso, el valor comercial del inmueble, el que resulte más alto, o en su caso el monto garantizado por suerte principal, sea igual o superior al equivalente en moneda nacional a dieciséis mil veces el salario mínimo general diario vigente para el Distrito Federal;

b) El otorgamiento de poderes para actos de administración o dominio otorgados con carácter irrevocable. Las operaciones previstas en este inciso siempre serán objeto de Aviso;

c) La constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de tales personas.

Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;

d) La constitución o modificación de fideicomisos traslativos de dominio o de garantía sobre inmuebles, salvo los que se constituyan para garantizar algún crédito a favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda.

Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;

e) El otorgamiento de contratos de mutuo o crédito, con o sin garantía, en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero o no sea un organismo público de vivienda.

Las operaciones previstas en este inciso, siempre serán objeto de Aviso.

B. Tratándose de los corredores públicos:

a) La realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente
b) La constitución de personas morales mercantiles, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de personas morales mercantiles;

c) La constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar;

d) El otorgamiento de contratos de mutuo mercantil o créditos mercantiles en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar y en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero.

Serán objeto de Aviso ante la Secretaría los actos u operaciones anteriores en términos de los incisos de este apartado.

C. Por lo que se refiere a los servidores públicos a los que las leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el ejercicio de sus atribuciones previstas en el artículo 3, fracción VII de esta Ley.”

Contenido del que se estima necesario destacar que:

1.- Para efectos de esa Ley, son fedatarios públicos los Notarios Públicos, los Corredores Públicos y los funcionarios púbicos a los que la Ley les confiera la facultad de dar fe pública. Es decir, se alude en los tres casos a sujetos dotados de la facultad de dar fe pública.

2.- El objeto del precepto consiste en describir las actividades que se consideran vulnerables para efectos de esa ley.
3.- Se señala como vulnerable la actividad de prestación de servicios de fe pública, en los términos que el propio precepto detalla.
4.- Respecto de los Notarios Públicos, las actividades específicas que se consideran vulnerables consisten en las descritas en los incisos a) al e) respectivos.   
5.- Respecto de los Corredores Públicos, las actividades específicas que se consideran vulnerables consisten en las descritas en los incisos a) al d) respectivos. Donde se incluye la realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

6.-  Para el caso de los servidores públicos a los que las leyes les confieran la facultad de dar fe pública, se estiman  actividades vulnerables en los términos que prevé el artículo 3º, fracción VII, de la misma Ley.
  
Ahora bien, en lo que interesa para el caso, esta Primera Sala aprecia que respecto de la prestación de servicios de fe pública, el legislador no aludió a la fe pública en el sentido estricto y técnico del término, sino para hacer referencia a las actividades que prestan los fedatarios públicos, es decir, a las actividades de los Notarios o Corredores y de los servidores públicos dotados de esa facultad.
En efecto, por un lado, tal interpretación encuentra congruencia estructural con el contenido conducente del artículo 3º, fracción VII, de la indicada ley, pues en este último se hace referencia a los fedatarios públicos, y se establece que para efectos de esa ley, son los notarios o corredores y los servidores públicos a quienes las leyes confieren la facultad de dar fe pública; lo que permite afirmar que la calidad de fedatarios púbicos no se identifica con la circunstancia de que esos sujetos den fe pública en todos los actos que realizan; sino en la característica de que por disposición de la ley, se encuentran dotados de fe pública.

En tal virtud, cuando el artículo 17, fracción XII, establece que son actividades vulnerables ‘la prestación de servicios de fe pública’ de los notarios públicos, corredores públicos y servidores públicos a los que las leyes confieran la facultad de dar fe pública, cuando correspondan con las específicas actividades descritas en los incisos respectivos.  Se estima que la calidad de actividad vulnerable de los prestadores de servicios de fe pública, no se identifica con la circunstancia de que en todos los actos que realizan los notarios, corredores o funcionarios públicos, den fe pública; sino de la característica de que por disposición de la ley, tanto los notarios, como los corredores, como los servidores públicos a los que las leyes les confieren fe pública, se encuentran dotados de fe pública; es decir, son fedatarios públicos, en los términos que prevé el indicado artículo 3 de la misma legislación analizada.
Robustece lo anterior, la circunstancia de que el contenido de la iniciativa conducente presentada ante la Cámara de Senadores, revela que allí se proponía el régimen de ‘fedatarios públicos’,
 sin embargo, desde el dictamen de las Comisiones Unidas de la Cámara de Senadores, se expuso la conveniencia de la modificación en el tratamiento para enfocar la iniciativa no en los sujetos, sino en las actividades vulnerables a ser utilizadas en los procesos de lavado de dinero, para lo cual se incorporó el uso del término ‘servicios de fe pública’
 para hacer referencia a actividades realizadas por los fedatarios públicos (Notarios Públicos y Corredores).
Así las cosas, esta Primera Sala estima incorrecto que el Juez de amparo haya considerado como base de su decisión que  el precepto analizado “puntualiza que serán consideradas como actividades vulnerables los actos de fe pública”; pues lo cierto es que el texto legal indicado, lejos de referirse a que solamente los actos en los que se dé fe pública deben ser considerados como actividades vulnerables; debe ser entendido en el sentido de que: es actividad vulnerable la que prestan los fedatarios públicos (notarios, corredores o funcionarios dotados por la ley de la facultad para dar fe pública),  cuando concurran las condiciones específicas que el propio precepto establece para cada uno de los fedatarios públicos referidos.

En consecuencia, si la premisa de la que partió el juez de amparo resultó inexacta; también resulta incorrecta la conclusión relativa a que: si son actividades vulnerables los actos de fe pública, y en ese catálogo señaló a los avalúos respecto de los Corredores Públicos; entonces, la puntualización  legal es incorrecta, porque los avalúos no constituyen actos de fe pública.

En el entendido de que, acorde con el sentido correcto del precepto, si la prestación del servicio de fe pública que proporcionan los fedatarios públicos, puede considerarse una actividad vulnerable, y como parte de ese catálogo el legislador señaló a los avalúos respecto de los Corredores Públicos; entonces, la puntualización legal debe estimarse correcta, porque la realización de avalúos sí constituye una actividad que se encuentra inmersa en el género del servicio de fe pública que prestan los corredores públicos con la calidad de fedatarios públicos.

Además, corrobora el sentido de la interpretación anterior, la exploración de la interpretación teleológica de la norma, pues acorde con el dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, Gobernación y Estudios Legislativos del Senado de la República, de veintiséis de abril de dos mil once, se desprende que el objeto de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, es establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucraran recursos de procedencia ilícita y establecer los elementos para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento, así como proteger la integridad de la economía nacional y del sistema financiero. Debilitar las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento.

 Para ello se señaló que la iniciativa proponía establecer un régimen de identificación y reporte de ciertos actos u operaciones vinculados a actividades que pueden ser vulnerables a ser utilizadas por el crimen organizado para sus procesos de lavado de dinero, o bien, a los de financiamiento al terrorismo, a cargo de aquellos a quienes denomina como sujetos obligados. Lo anterior en virtud de que una de las asignaturas pendientes y de mayor prioridad para el Estado mexicano, es el desmantelamiento de las estructuras financieras de las organizaciones criminales, el cual comienza con la detección y prevención de actos u operaciones que les sirvan para los procesos de lavado de dinero.
En esa tesitura, si la intención sustancial que dio origen al decreto de ley que se analiza, consistió en establecer una serie de medidas tendentes a prevenir e identificar operaciones con recursos de procedencia ilícita vinculados con terrorismo y lavado de dinero a partir de la apreciación de las actividades que pueden ser utilizadas por el crimen organizado. Se estima que en relación con la finalidad perseguida (prevenir e identificar operaciones con recursos de procedencia ilícita) no encuentra sentido relevante para considerar la actividad como vulnerable, la sola apreciación de que los actos realizados por los fedatarios públicos se hayan llevado a cabo con, o sin, fe pública, dado que la actuación de los fedatarios públicos, por sí misma, no constituye un dato que razonablemente pueda aportar elementos para identificar o prevenir operaciones con recursos de procedencia ilícita.

Por el contrario, al interpretar el artículo 17, XII, B, a), de la ley en comento, en el sentido de que es actividad vulnerable la que prestan los fedatarios públicos (con  o sin fe pública) cuando concurran las condiciones específicas que el propio precepto establece; destaca que el dato relevante lo constituye el tipo de operación y el monto de la operación respectiva, lo que se estima que sí es consecuente con la finalidad perseguida por el legislador, dado que el tipo y monto de las operaciones sí puede considerarse que constituyen datos que razonablemente pueden aportar elementos para identificar o prevenir operaciones con recursos de procedencia ilícita.  
De ahí lo fundado del agravio en análisis.
En correspondencia con lo anterior, al haber resultado fundado el agravio señalado de la revisión principal interpuesta por la Cámara de Senadores, por un lado, adquiere aplicación en lo conducente, el contenido normativo del artículo 93, fracción VI, de la Ley de Amparo,
 por lo que esta Primera Sala estudiará los conceptos de violación planteados por el quejoso en contra del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) indicado. 

III.- Revisiones principales interpuestas por el Presidente de la República y por la Cámara de Diputados.

Y por otro lado, deben declararse inoperantes los agravios mediante los cuales las recurrentes principales, Presidencia de la República y Cámara de Diputados, pretendieron impugnar tanto las consideraciones del Juez de amparo que le llevaron a conceder la protección constitucional al quejoso en contra del precepto indicado, como los efectos de la aludida concesión; dado que la concesión de la protección federal determinada por el inferior, ya fue considerada como incorrecta, lo que involucra la extinción de los efectos para los cuales se había concedido el amparo.

Lo anterior conduce a calificar como infundadas las revisiones principales interpuestas por la Presidencia de la República y por la Cámara de Diputados, dado que los agravios correspondientes fueron desestimados en el seno de sus respectivas competencias, por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Tribunal Colegiado de Circuito que previno en el conocimiento de la revisión en el ámbito de su competencia.

IV.- Estudio de los conceptos de violación que hizo valer el quejoso en contra del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a) de la ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

El quejoso planteó como conceptos de violación en contra del artículo señalado, sustancialmente lo siguiente:

a) El precepto indicado viola los artículos 1º y 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,  el precepto 4º de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, y el derecho humano de igualdad y no discriminación, porque se discrimina al quejoso como Corredor Público al hacerse una distinción de estos como peritos valuadores frente al resto de los valuadores a quienes dicha ley ni siquiera hace referencia.

b) En forma inexacta y errónea se define como acto de fe pública la emisión de un avalúo, cuando los avalúos son dictámenes periciales, donde simplemente se da una opinión respecto del valor de un bien.

c) Denuncia discriminación y trato desigual porque si bien los Corredores Públicos son fedatarios públicos, realizan actividades adicionales a la fe pública, como se aprecia en el artículo 6º de la Ley Federal de Correduría Pública, donde esa ley precisa los casos en los que su actuación se considera dotada de fe pública.
d) Acorde con la definición gramatical y doctrinaria de ‘valuar’, se trata de un dictamen pericial que carece de la característica de fe pública, porque en ese caso la Ley no les dota de fe pública. Ni los avalúos de corredores, ni los de cualquier otro perito, están investidos de fe pública.

e) La ley incurre en violación al derecho de igualdad y en discriminación al quejoso como Corredor Público, porque si lo que pretende regular es la actividad de valuación, debieron quedar incluidos todos los valuadores, no sólo los corredores públicos, pues la valuación no es una actividad exclusiva de los Corredores Públicos, y con esa regulación, los clientes verán más conveniente que un avalúo sea practicado por un valuador no Corredor Público, dado que su emisión no se considera actividad vulnerable ni se tendría que dar aviso alguno al respecto. Con ello se violan los artículos 1º, 32 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

f) Existe un trato diferente para sujetos que se encuentran en el mismo supuesto de prestar el servicio de valuación de bienes, pues para los Corredores Públicos valuar bienes es un acto de fe pública que constituye una actividad vulnerable, y para cualquier otro valuador no es tal, generándose la obligación para el Corredor Público de presentar aviso por cada avalúo que rebase la cuantía fijada en la ley,  no teniendo dicha obligación el resto de los peritos valuadores por no estar contemplados como sujetos obligados en términos de la indicada ley.

g) La garantía de igualdad exige que, tanto a los Corredores como valuadores, como al resto de los peritos valuadores que no son Corredores Públicos, se les dé el mismo trato normativo; sin embargo, el legislador no fundó ni motivo porqué sólo los avalúos emitidos por Corredor Público son actividades vulnerables, y no así los avalúos emitidos por el resto de los valuadores. Además, ese trato diferenciado en nada abona al cumplimiento del objeto de la ley, puesto que la emisión de un avalúo no significa que se vaya a realizar una operación con recursos de procedencia ilícita, y en caso contrario, implicaría considerar también los avalúos emitidos por valuadores que no son Corredores Públicos.
h) La medida del precepto impugnado no es proporcional ni razonable con el fin u objetivo de la ley, ya que no implica una ventaja que sólo los avalúos emitidos por Corredor Público sean considerados una actividad vulnerable, sino provoca que dejen de encargarse avalúos a Corredores Públicos para encargarlos a otros valuadores (como son las Instituciones de Crédito o el INDABIN, empresas dedicadas  a la compra venta o subasta de bienes, personas que tengan cédula profesional de valuadores, o los profesionistas autorizados por el Consejo de la judicatura Federal para ser peritos) causándose un perjuicio a los primeros y permite una competencia desleal.
i) El precepto indicado transgrede el Convenio de la Unión de París, vigente desde mil novecientos ochenta y tres (publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de julio de mil novecientos setenta y seis), artículo 10 bis, que estatuye que los países de la Unión están obligados a asegurar a sus nacionales una protección eficaz contra la competencia desleal.

Tales argumentos de queja son infundados.

En primer lugar, son inexactos los motivos de queja contenidos en los incisos b), c) y d) anteriores, mediante los cuales el quejoso señala medularmente que el precepto es inconstitucional a partir de que se considera a los avalúos como un acto de fe pública, cuando sólo se trata de dictámenes periciales respecto del valor de un bien.

Ya se explicó en las páginas precedentes (al dar contestación a los agravios de la revisión principal planteada por la Cámara de Senadores) que el precepto analizado no debe ser entendido en el sentido de que “puntualiza que serán consideradas como actividades vulnerables los actos de fe pública”; pues el correcto y sistemático entendimiento del texto legal indicado, lejos de referirse a que solamente los actos en los que se dé fe pública deben ser considerados como actividades vulnerables; debe ser entendido en el sentido de que: es actividad vulnerable la que prestan los fedatarios públicos (notarios, corredores o funcionarios dotados por la ley de la facultad para dar fe pública),  cuando concurran las condiciones específicas que el propio precepto establece para cada uno de los fedatarios públicos referidos, ya sea que se realicen, con o sin, fe pública. 
Por lo que con base en las mismas consideraciones que ya fueron desarrolladas sobre ese tópico, se llega a la conclusión de que la norma impugnada no prescribe que los avalúos que realizan los contadores sean siempre actos de fe pública, por lo que son infundados los conceptos de violación indicados.

No obsta a lo anterior, que acorde con el contenido del artículo 29 del Reglamento de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita,
 se establezca como regla específica que los Corredores Públicos deberán observar lo dispuesto en el artículo 17, fracción XII, Apartado B, inciso a) (impugnado) cuando en la realización de avalúos sobre los bienes respectivos utilicen la fe pública. Pues tal disposición reglamentaria, por un lado, es congruente con la apreciación relativa a que en la ley no se pretendió afirmar que la realización de avalúos por parte de los Corredores Públicos constituya siempre una actividad de fe pública.

Y por otro lado, porque se estima que en el cao, el análisis sobre la constitucionalidad de la norma impugnada no justifica que pueda anclarse en el contenido de una disposición reglamentaria posterior, cuando el análisis del contenido de la ley impugnada permite, por sí misma, advertir su regularidad constitucional en el aspecto indicado.

En segundo lugar,  no asiste razón al inconforme en los conceptos de violación marcados con los incisos a), e), f) y g) en tanto afirma que se viola el derecho humano de igualdad y no discriminación, a partir de que el precepto impugnado hace una distinción entre Corredores Públicos como peritos valuadores, frente al resto de los valuadores, dado que pese a que prestan el mismo servicio de valuación, para los Corredores Públicos es una actividad vulnerable respecto de la cual deben dar los avisos que prevé la ley, pero para cualquier otro valuador no es tal, ni tienen la obligación de dar avisos.

Lo infundado de la argumentación del quejoso deriva de que parte de una premisa incompleta, pues si bien es cierto que tanto los Corredores Públicos como el resto de valuadores prestan el servicio de valuación; también es verdad que los Corredores Públicos se encuentran comprendidos en un régimen que no sólo es diferente al del resto de los valuadores, sino que pertenecen a un régimen jurídico especial que está regulado expresamente en la Ley Federal de Correduría Pública; lo que es relevante en términos de igualdad, dado que se trata de individuos diferentes,  unos, sujetos a un régimen jurídico especial que regula su actividad como Corredores Públicos, y otros, sujetos a un régimen jurídico general como valuadores, lo que impide que pueda considerárseles en un plano de comparación como iguales para efectos de analizar las cargas que a los primeros impone la ley respecto de la realización de avalúos, en contraposición de los segundos.

En efecto, constituye criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que el análisis ordinario sobre la igualdad normativa presupone una comparación entre dos regímenes jurídicos a la luz de un  término de comparación relevante para el caso concreto; y que el primer criterio para efectuar el análisis, consiste en elegir un término de comparación que permita comparar a los sujetos desde un determinado punto de vista, y con base en este, establecer si se encuentran o no en una situación de igualdad respecto de otros individuos sujetos a diverso régimen; destacando que para el caso de que los sujetos comparados no sean iguales, no puede hablarse de violación a la igualdad.

Es aplicable para el caso, en lo conducente, la tesis de jurisprudencia 2ª./J. 42/2010, cuyo criterio sustancial es compartido por esta Primera Sala, cuyo rubro es “IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA.”

En esa tesitura, el término de comparación entre los sujetos, revela que la calidad jurídica de un Corredor Público no puede considerarse igual respecto de la calidad jurídica de cualquiera otro valuador, dado que por disposición de la Ley, los primeros se encuentran sujetos a una regulación especial que está contenida en la Ley Federal de Correduría Pública y su Reglamento, como auxiliares del comercio y fedatarios públicos, habilitados y vigilados por la Secretaría de Economía; entre tanto, cualquier otro valuador,  se encuentra fuera de esa regulación especial.
En tal virtud, se concluye que en el caso, como los sujetos comparados no se encuentran jurídicamente en un plano de igualdad acorde al régimen jurídico especial que rige para los Corredores Públicos, no puede hablarse de violación por trato desigual, pues el presunto trato desigual que se reclama, en realidad constituye un trato diferente que deriva de la diferente y especial calidad jurídica de los Corredores Públicos, respecto de otros valuadores no sujetos a la regulación especial contenida en la Ley Federal de Correduría Publica y su Reglamento. Lo anterior máxime que la facultad específica de los Corredores Públicos para fungir como valuadores de bienes, deriva directamente del contenido del artículo 6º, fracción II, de la Ley Federal de Correduría Pública.
De ahí lo infundado del concepto de violación analizado.

En otro orden de ideas, el peticionario de amparo sostiene en el inciso h) que la disposición impugnada no es proporcional ni razonable con el fin de la ley, sobre la base de que –a su parecer- no implica una ventaja que sólo los avalúos emitidos por Corredor Público sean considerados una actividad vulnerable; pero sí provoca que dejen de encargarse avalúos a los Corredores para encargarlos a otros valuadores.  

Tal argumento se considera infundado, porque contrariamente a lo que plantea el quejoso, la medida consistente en establecer como actividad vulnerable la realización de avalúos sobre bienes por parte  los Corredores Públicos, cuando su valor sea igual  o superior al equivalente de ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; al complementarse con la respectiva obligación de presentar los avisos correspondientes que están previstos en el artículo 18 de la misma Ley,
 configura una fuente de información que tiende a nutrir la base de datos para que la autoridad pueda prevenir e identificar operaciones con recursos de procedencia ilícita vinculados con terrorismo y lavado de dinero, a partir de la apreciación de las actividades que pueden ser utilizadas por el crimen organizado.
Además, si bien es cierto que la indicada medida, eventualmente puede provocar, ‘de hecho’, que dejen de encargarse avalúos de bienes a los Corredores Públicos para encargarlos a otros valuadores; no menos cierto es que, respecto de los  avalúos que efectivamente sean realizados por los Corredores Públicos, subsiste la operatividad de la medida establecida por el legislador en el sentido de constituir una fuente de datos que permita abonar en la identificación y detección de operaciones realizadas con recursos de procedencia ilícita; lo que dota de proporcionalidad la medida al encontrar una justificación razonable frente a la eventual afectación en la disminución de la realización de avalúos de bienes que sean encargados a Corredores Públicos.

Por último, en los términos en los que fue planteado, es inoperante el planteamiento de queja  contenido en el inciso i), relativo a que la inconstitucionalidad del precepto impugnado deriva de que viola el artículo 10 bis del  Convenio de la Unión de París, vigente desde mil novecientos ochenta y tres, en cuanto este último estatuye que los países de la Unión están obligados a asegurar a sus nacionales una protección eficaz contra la competencia desleal.

Lo inoperante de este concepto de violación resulta, porque lejos de hacerse valer que la inconstitucionalidad del precepto  derive de una violación a la jerarquía superior de los tratados internacionales como principio constitucional; se afirma la inconstitucionalidad del artículo 17, XII, B, a), de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, exclusivamente a partir de la circunstancia de que, a su parecer, permite la competencia desleal, con lo que, también a su parecer,  contraviene el artículo 10 bis del ‘Convenio de la Unión de París’.
    
Es decir, se pretende hacer valer la inconstitucionalidad de la ley exclusivamente a partir de la sola oposición entre la Ley Federal y una disposición de un tratado internacional que, prima facie, no involucra la existencia de un derecho humano, por lo que debe considerarse que en realidad se hace valer una cuestión de legalidad sobre la forma en la que deben convivir jurídicamente esas normas dentro del sistema jurídico mexicano.

En efecto, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de Tesis 21/2011 relacionada con la materia de la revisión en amparo directo, expuso que cuando se alega una confrontación entre una ley secundaria y una norma de un tratado internacional que no regule un derecho humano, en principio, se trata de una cuestión de legalidad relativa a la ‘debida aplicación de la ley’ a la luz del principio jerárquico de fuentes, lo que sólo de manera indirecta podría implicar una violación a la Constitución.  
Retomando en lo conducente ese criterio, y haciendo una aplicación analógica del mismo, tratándose del caso de la inconstitucionalidad de leyes hechas valer en amparo indirecto, se puede sostener válidamente que cuando la inconstitucionalidad de la ley se funda exclusivamente en una aparente pugna entre una ley secundaria y una norma de un tratado internacional que no regule un derecho humano, en principio, se trata de una cuestión de legalidad relativa a la ‘debida aplicación de la ley’ a la luz del principio jerárquico de fuentes, lo que sólo de manera indirecta podría implicar una violación a la Constitución.

Cuestión esta última, que hace inoperante el planteamiento respectivo del concepto de violación que se analiza, máxime que en el caso, la norma impugnada se combate con motivo de ser auto-aplicativa, sin que exista aún acto de autoridad en el que se haya efectuado el ejercicio de su aplicación.  

De ahí lo inoperante del concepto de violación que se analiza.

En las relatadas condiciones, dado lo infundado de la revisión principal interpuesta por el quejoso, cuya revisión adhesiva interpuesta por el Presidente de la República quedó sin materia; ante lo fundado de la revisión principal hecha valer por la Cámara de Senadores, aunado a lo infundado de las revisiones principales hechas valer por la Cámara de Diputados y el Presidente de la República; pero además, ante lo infundado de los conceptos de violación que hizo valer el quejoso en el juicio de amparo indirecto en contra del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a), que esta Primera Sala estudió con jurisdicción propia. Se impone modificar la recurrida; sobreseer en parte con base en la correspondiente determinación de firmeza decretada en la revisión competencia del Tribunal Colegiado de Circuito; negar en parte la protección constitucional; y declarar que ha quedado sin materia la revisión adhesiva hecha valer por el Presidente de la República. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO.- Se modifica la sentencia de amparo recurrida.

SEGUNDO.- Se sobresee en el juicio de amparo contra los actos reclamados al Secretario de Hacienda y Crédito Público; al Jefe del Servicio de Administración Tributaria; a la Cámara de Diputados y Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, consistentes en la ejecución y aplicación en el ámbito administrativo de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, a través de la recepción de avisos por la realización de actividades vulnerables; así como por los requerimientos de información, documentación, datos e imágenes necesarios para el ejercicio de las facultades y el suministro a la Unidad Especializada en Análisis Financiero de la Procuraduría General de la República; la aplicación de multas y sanciones derivadas de los dispositivos de la ley impugnada; la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación del ordenamiento citado, particularmente los artículos 17, fracción XII, apartado B, último párrafo, 18, fracción VI, 32, 53, fracción VII y 57, respectivamente; al haberse declarado firme esa determinación en la revisión competencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito.

TERCERO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, contra los actos reclamados a la Cámara de Diputados, a la Cámara de Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, en el respectivo ámbito de su competencia; relativos a la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, particularmente los artículos 17, fracción XII, apartado A y B, incisos b, c y d, y 18, fracciones I, II, III, IV y V, en los términos fijados en la sentencia recurrida.

CUARTO.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a a **********, contra los actos reclamados a la Cámara de Diputados, a la Cámara de Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, en el respectivo ámbito de su competencia; consistentes en la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, particularmente respecto del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a), en los términos del último considerando de esta ejecutoria.

QUINTO.- Queda sin materia la revisión adhesiva interpuesta por el Presidente de la República en la revisión principal interpuesta por el quejoso.  

En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerara legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.


MGAJ/eags
� Foja 2 del expediente de amparo indirecto **********.


� Fojas 235 a 240 del expediente de amparo indirecto **********.


� Fojas 422 y 423 del expediente de amparo indirecto **********.


� Fojas 420 y 421 del expediente de amparo indirecto **********.


� Foja 426 del expediente de amparo indirecto **********.


� Fojas 427 a 489 del expediente de amparo indirecto **********. Los resolutivos a la letra establecen:


“PRIMERO. Se sobresee en el juicio de amparo **********promovido por **********, contra los actos reclamados al Secretario de Hacienda y Crédito Público; al Jefe del Servicio de Administración Tributaria; a la Cámara de Diputados y Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, consistentes en la ejecución y aplicación en el ámbito administrativo de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones de Procedencia Ilícita (sic), a través de la recepción de avisos por la realización de actividades vulnerables; así como por los requerimientos de información, documentación, datos e imágenes necesarios para el ejercicio de las facultades y el suministro a la Unidad Especializada en Análisis Financiero de la Procuraduría General de la República; la aplicación de multas y sanciones derivadas de los dispositivos de la ley impugnada; la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, particularmente los artículos 17, fracción XII, apartado B, último párrafo, 18, fracción VI, 32, 53, fracción VII y 57, respectivamente; en términos de los considerandos tercero y quinto del presente fallo.


SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI PROTEGE a **********, contra los actos reclamados a la Cámara de Diputados, a la Cámara de Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, en el respectivo ámbito de su competencia; relativos a la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, particularmente los artículos 17, fracción XII, apartado A y B, incisos b, c y d, y 18, fracciones I, II, III, IV y V, por los motivos expuestos en los considerandos noveno y décimo de este fallo.


TERCERO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y PROTEGE a **********, contra los actos reclamados a la Cámara de Diputados, a la Cámara de Senadores, ambas del Congreso de la Unión, al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al Secretario de Gobernación y al Director General del Diario Oficial de la Federación, en el respectivo ámbito de su competencia; consistentes en la aprobación, expedición, promulgación, refrendo y publicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, particularmente respecto del artículo 17, fracción XII, apartado B, inciso a), por las razones expuestas en el considerando décimo primero y para el efecto precisado en el último considerando de la presente resolución”.


� “Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan: …XII. La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes: … B. Tratándose de los corredores públicos:- a) La realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;”





� En apoyo se citaron las tesis 1a./J 113/2005 y 1a. LI/2008 de rubros: “CORREDORES PÚBLICOS. ESTÁN FACULTADOS PARA DAR FE DE LA DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTES LEGALES DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES Y DE LAS FACULTADES DE QUE ESTÉN INVESTIDOS (REPRESENTACIÓN ORGÁNICA), CUANDO SE OTORGUEN EN LA CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN, FUSIÓN, ESCISIÓN, DISOLUCIÓN, LIQUIDACIÓN Y EXTINCIÓN DE AQUÉLLAS” y “FE PÚBLICA. SU NATURALEZA JURÍDICA”.


� Por escrito presentado el dos de mayo de dos mil catorce en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco (foja 3 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento). 


� Por escrito enviado mediante mensaje telegráfico oficial el catorce de mayo de dos mil catorce y recibido al día siguiente en el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco (foja 18 del expediente de amparo indirecto en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento).


� Por escrito depositado en el Servicio Postal Mexicano, en el Distrito Federal, el trece de mayo de dos mil catorce y recibido en el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco el quince siguiente (fojas 131, 155 y 156 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento).


� Por escrito depositado en el Servicio Postal Mexicano, en el Distrito Federal, el quince de mayo de dos mil catorce y recibido el veintiséis siguiente en el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa y de Trabajo en el Estado de Jalisco (fojas 157 y 171 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento).


� Fojas 172 y 173 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento.


� Foja 218 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento.


� Foja 220 del expediente de amparo en revisión ********** del índice del Tribunal Colegiado del conocimiento.


� Fojas 320 a 323 del cuaderno de amparo en revisión 71/2015 del índice de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 


� Foja 345 del cuaderno de amparo en revisión 71/2015 del índice de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Lo anterior en virtud de que la demanda de amparo se presentó el veintisiete de agosto de dos mil trece y de acuerdo con el artículo Tercero Transitorio de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como al cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo.


En ese sentido, si la demanda de amparo se presentó el veintisiete de agosto de dos mil trece, es decir, con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Amparo vigente, publicada el dos de abril de dos mil trece, el presente asunto se regirá por la Ley de Ampro vigente.


� Páginas 9 y 10 de la sentencia de once de diciembre de dos mil catorce, que se terminó de engrosar el dos de enero de dos mil quince.  


� Para mayor claridad se transcribe el contenido conducente de los artículos indicados:


“Artículo 17. Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan:.. XII. La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes:- 


A. Tratándose de los notarios públicos:


b) El otorgamiento de poderes para actos de administración o dominio otorgados con carácter irrevocable. Las operaciones previstas en este inciso siempre serán objeto de Aviso;


c) La constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de tales personas.


Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


d) La constitución o modificación de fideicomisos traslativos de dominio o de garantía sobre inmuebles, salvo los que se constituyan para garantizar algún crédito a favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda.


Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;-


B. Tratándose de los corredores públicos:- 


b) La constitución de personas morales mercantiles, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de personas morales mercantiles;





c) La constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar;


d) El otorgamiento de contratos de mutuo mercantil o créditos mercantiles en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar y en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría los actos u operaciones anteriores en términos de los incisos de este apartado.”





“Artículo 18. Quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere el artículo anterior tendrán las obligaciones siguientes:-


I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen las propias Actividades sujetas a supervisión y verificar su identidad basándose en credenciales o documentación oficial, así como recabar copia de la documentación;


II. Para los casos en que se establezca una relación de negocios, se solicitará al cliente o usuario la información sobre su actividad u ocupación, basándose entre otros, en los avisos de inscripción y actualización de actividades presentados para efectos del Registro Federal de Contribuyentes;


III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Actividades Vulnerables información acerca de si tiene conocimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su caso, exhiban documentación oficial que permita identificarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, declarará que no cuenta con ella;


IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como la que identifique a sus clientes o usuarios.


La información y documentación a que se refiere el párrafo anterior deberá conservarse de manera física o electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la Actividad Vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo diferente;


V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven a cabo las visitas de verificación en los términos de esta Ley, y”














 


� Páginas 123 a 139 de la demanda de amparo. Expediente del juicio **********.


� Páginas 96 a 98 de la sentencia del Juicio de amparo **********.


� Página 29 del escrito de revisión de la parte quejosa.


� Tesis de la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Octubre de 2006, Página 266, cuyo rubro y texto son: “REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE.- De conformidad con el último párrafo del artículo 83 de la Ley de Amparo, quien obtenga resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, expresando los agravios respectivos dentro del término de cinco días, computado a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso. Ahora bien, si se toma en cuenta que la adhesión al recurso carece de autonomía en cuanto a su trámite y procedencia, pues sigue la suerte procesal de éste y, por tanto, el interés de la parte adherente está sujeto a la suerte del recurso principal, es evidente que cuando el sentido de la resolución dictada en éste es favorable a sus intereses, desaparece la condición a la que estaba sujeto el interés jurídico de aquélla para interponer la adhesión, esto es, la de reforzar el fallo recurrido y, por ende, debe declararse sin materia el recurso de revisión adhesiva.”


�  Página 16 de escrito de agravios enviado mediante mensaje telegráfico oficial. Foja 34 del expediente de revisión ********** del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito.


� Páginas 116 a 122 de la sentencia del juicio de amparo **********.


� “Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:


VII. Fedatarios Públicos, a los notarios o corredores públicos, así como a los servidores públicos a quienes las Leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el ejercicio de sus atribuciones establecidas en las disposiciones jurídicas correspondientes, que intervengan en la realización de Actividades Vulnerables;”





� “IV. Iniciativa de Ley Federal para la Prevención de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita y de Financiamiento al Terrorismo…  Se dispone un régimen especial para los fedatarios públicos -Notarios y Corredores Públicos-, para lo cual, a diferencia de los demás sujetos obligados no financieros, se establecen el tipo de actividades respecto de las cuales deberán de realizar un Informe de Operaciones.” 


“…Capítulo Tercero. -Del régimen de los fedatarios públicos.- Artículo 18.- Los notarios públicos deberán reportar las operaciones que ante ellos se celebren en los siguientes supuestos:- �I. Los actos traslativos de dominio de bienes muebles o inmuebles;- 


II. La celebración de contratos de mutuo o crédito, en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero mexicano ni sea un organismo público.


III. La constitución, fusión, escisión, disolución o liquidación de sociedades civiles, mercantiles o de cualquier otra naturaleza, o cuando se establezcan nuevos socios o accionistas;- �IV. La protocolización de actas de asambleas de accionistas o de juntas de socios, o de documentos que contengan resoluciones adoptadas fuera de dichas asambleas o juntas o de cualquier naturaleza, que acuerden el aumento o reducción del capital social o de partes sociales;- V. En los casos de reducción de capital social de parte fija o variable, cuando traiga como consecuencia el reembolso a uno o varios accionistas o socios y el pago de dividendos;- 


VI. Cuando con motivo de fusiones o escisiones se transmitan a la fusionante, escindida o escindidas, capital social, activos o pasivos;- VII. Poderes que se otorguen con carácter de irrevocables;- VIII. Formalización de cesiones de derechos;- IX. Cuando se satisfaga el cumplimiento de una obligación por una cantidad equivalente a dos mil quinientas veces el Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal o su equivalente en moneda extranjera, con independencia de su forma de pago. En cualquier caso, se deberá de hacer constar la forma en la que se efectuó tal liquidación. Lo anterior, sin perjuicio de lo que establecen los artículos 26 y 27 de esta Ley;- X. La constitución, modificación o extinción de fideicomisos y cualquier acto u operación que se derive de ellos;- XI. Realización de avalúos; y,- XII. Las herencias o legados. En caso de que su adjudicación sea realizada por un Juez, éste o el notario público, en su caso, darán cuenta al Comité Técnico Interinstitucional o al Órgano de Supervisión y Control correspondiente.- Artículo 19.- Para el cumplimiento de las obligaciones que se establecen en esta ley, los notarios públicos tendrán las siguientes obligaciones:- I. Conocer e identificar a sus requirentes y personas que soliciten sus servicios públicos, para lo cual, sin perjuicio de lo que establezca el Comité Técnico Interinstitucional mediante disposiciones de carácter general relativas a la identificación del cliente o usuario, deberán obtener cuando menos:- a. Nombre, denominación o razón social; b. Domicilio;- c. Datos del Propietario Real, del aval o quien otorgue garantía del cumplimiento del pago y,- d. Datos de la identificación oficial utilizada por el cliente o usuario.- II. Ejecutar el Programa de Cumplimiento y la política de conocimiento e identificación de requirentes y clientes que emita el Comité Técnico Intersecretarial;- III. Elaborar un Informe de Operaciones a que se refiere el artículo 18 de esta Ley y repórtalo al órgano de prevención y control del Colegio de Notarios. El reporte contendrá la forma en que se realizaron los pago de las operaciones y las copias de sus respectivos comprobantes; y,- IV. Prevenir a los requirentes o personas que soliciten sus servicios de las penas en que incurren quienes realizan operaciones con recursos de procedencia ilícita o de financiamiento al terrorismo, protestándolos para que se conduzcan con verdad, e informándoles de la obligación que tiene el notario para cumplir con esta Ley.-


El Comité Técnico Interinstitucional establecerá mediante disposiciones de carácter general los programas y las políticas a que se refiere la fracción segunda de este artículo, así como las características de los Informes de Operaciones.- El Colegio de Notarios podrá proporcionar al órgano de Inteligencia Financiera de la Secretaría, su opinión sobre tales disposiciones.- Artículo 20.- Los notarios públicos elaborarán el Informe de Operaciones a que se refiere la fracción III del artículo anterior, y lo deberán remitir de manera mensual al Órgano de Supervisión y Control del Colegio de Notarios, en los términos y condiciones que establezca el Comité Técnico Interinstitucional mediante disposiciones de carácter general, las cuales deberán contener los datos de identificación del cliente o requirente y la descripción de la operación realizada.- �Artículo 21.- El Órgano de Supervisión y Control del Colegio de Notarios, elaborará un reporte mensual de operaciones y lo remitirá al Comité Técnico Interinstitucional, el cual establecerá los términos y condiciones de su contenido.- El Órgano de Supervisión y Control del Colegio de Notarios, tendrá las siguientes obligaciones:- �I. Reportar los actos u operaciones, totales, parciales o fraccionados, a que se refiere el artículo 18 de esta Ley, a través de los medios electrónicos y en el formato oficial que establezca el Comité Técnico Interinstitucional;- II. Proporcionar al órgano de Inteligencia Financiera de la Secretaría, la información y documentación que le sea solicitada, previa notificación fundada y motivada en la presente Ley;- III. Brindar las facilidades necesarias a los visitadores del órgano de Inteligencia Financiera de la Secretaría, a fin de darles acceso a sus instalaciones, archivos, bases de datos, y demás bienes, para la realización y ejecución de las visitas de verificación;- IV. Ejecutar el Programa de Cumplimiento y la Política de Prevención en base a riesgos que emita el Comité Técnico Interinstitucional; y,- V. Otorgar a sus empleados capacitación continua sobre la materia objeto de esta Ley.- Artículo 22.- Salvo por lo dispuesto por los artículos 19 y 21 de esta Ley, los notarios públicos que no formen parte del Colegio de Notarios, así como los corredores públicos, reportarán directamente al Comité Técnico Interinstitucional las operaciones a que se refiere el artículo 18 de esta Ley cuando estas sean iguales o superiores a la cantidad equivalente a dos mil quinientas veces el Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal…” CAMARA DE ORIGEN: SENADORES; EXPOSICIÓN DE MOTIVOS; 26 de octubre de 2010; INICIATIVA DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN. Gaceta No. 166.





� “…estas Comisiones coinciden con el propósito de establecer un régimen, pero que este sea el más adecuado para la detección y prevención de operaciones de lavado de dinero, y que sea seguro para aquellos negocios y profesiones no financieros que realicen actividades con mayor vulnerabilidad para la comisión de operaciones de lavado de dinero.-  En este sentido, se modifica el régimen propuesto en la iniciativa que se dictamina, para establecer, en la Sección Segunda del Capítulo Tercero, que no son las personas sino ciertas actividades, las que quedarían sujetas a la aplicación de la ley.-  En este contexto, estas dictaminadoras procedimos a modificar sustancialmente el catálogo amplio de actos y operaciones que la iniciativa pretendía sujetar al régimen de reporte, para sustituirlo por uno nuevo, que se centre sólo en aquellas actividades que por su naturaleza puedan ser las más vulnerables de involucrarse en esquemas de lavado de dinero.- Además, estas dictaminadoras diferimos del esquema propuesto por el Ejecutivo en la iniciativa en cuanto a que los montos de tales operaciones fueron determinados en reglamento. En este contexto, se propone que sea la propia Ley la que determine tanto los actos u operaciones como los montos de éstos que den lugar a la presentación de avisos a la autoridad.- En este sentido las actividades que se establecieron, son: las vinculadas a la práctica de juegos con apuestas, concursos o sorteos; la emisión o comercialización habitual o profesional de tarjetas de servicios o de crédito no bancarias, así como de cheques de viajero; el ofrecimiento habitual o profesional de operaciones de mutuo, de garantía, de crédito o préstamo realizado por personas distintas a las entidades financieras; la prestación habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de inmuebles o de constitución de derechos reales, cuando estos involucren operaciones de compraventa de bienes por cuenta o a favor de clientes; la comercialización o intermediación habitual o profesional de metales o piedras preciosas, joyas o relojes cuando el valor de los bienes; la subasta o comercialización habitual o profesional de obras de arte; la comercialización o distribución habitual o profesional de vehículos, nuevos o usados, ya sean marítimos, aéreos o terrestres; la prestación habitual o profesional de servicios de blindaje; la prestación habitual o profesional de servicios de traslado o custodia de dinero o valores, salvo en los casos de Banco de México y de instituciones de depósito de valores; la prestación de servicios profesionales cuando preparen o realicen a nombre de sus clientes determinados actos o actividades, así como determinados servicios de fe pública.” DICTAMEN/ORIGEN �SENADORES.- DICTAMEN. 28 de abril de 2011.- Gaceta No. 256.


��


� “Artículo 93.- Al conocer de los asuntos en revisión, el órgano jurisdiccional observará las reglas siguientes: …VI. Si quien recurre es la autoridad responsable o el tercero interesado, examinará los agravios de fondo, si estima que son fundados, analizará los conceptos de violación no estudiados y concederá o negará el amparo; y…”


� Páginas 181 a 194 de la demanda de garantías del juicio de amparo **********.


� “Artículo 29.- Los corredores públicos deberán observar lo dispuesto en el artículo 17, fracción XII, Apartado B, inciso a), de la Ley, cuando en la realización de avalúos sobre los bienes respectivos utilicen la fe pública.”





� Tesis de la Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Abril de 2010, tesis 2a./J. 42/2010, página 427, cuyo rubro y texto son: “IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA.- La igualdad normativa presupone necesariamente una comparación entre dos o más regímenes jurídicos, ya que un régimen jurídico no es discriminatorio en sí mismo, sino únicamente en relación con otro. Por ello, el control de la constitucionalidad de normas que se estiman violatorias de la garantía de igualdad no se reduce a un juicio abstracto de adecuación entre la norma impugnada y el precepto constitucional que sirve de parámetro, sino que incluye otro régimen jurídico que funciona como punto de referencia a la luz de un término de comparación relevante para el caso concreto. Por tanto, el primer criterio para analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad consiste en elegir el término de comparación apropiado, que permita comparar a los sujetos desde un determinado punto de vista y, con base en éste, establecer si se encuentran o no en una situación de igualdad respecto de otros individuos sujetos a diverso régimen y si el trato que se les da, con base en el propio término de comparación, es diferente. En caso de que los sujetos comparados no sean iguales o no sean tratados de manera desigual, no habrá violación a la garantía individual. Así, una vez establecida la situación de igualdad y la diferencia de trato, debe determinarse si la diferenciación persigue una finalidad constitucionalmente válida. Al respecto, debe considerarse que la posición constitucional del legislador no exige que toda diferenciación normativa esté amparada en permisos de diferenciación derivados del propio texto constitucional, sino que es suficiente que la finalidad perseguida sea constitucionalmente aceptable, salvo que se trate de una de las prohibiciones específicas de discriminación contenidas en el artículo 1o., primer y tercer párrafos, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues respecto de éstas no basta que el fin buscado sea constitucionalmente aceptable, sino que es imperativo. La siguiente exigencia de la garantía de igualdad es que la diferenciación cuestionada sea adecuada para el logro del fin legítimo buscado; es decir, que la medida sea capaz de causar su objetivo, bastando para ello una aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin que sea exigible que los medios se adecuen estrechamente o estén diseñados exactamente para lograr el fin en comento. En este sentido, no se cumplirá el requisito de adecuación cuando la medida legislativa no contribuya a la obtención de su fin inmediato. Tratándose de las prohibiciones concretas de discriminación, en cambio, será necesario analizar con mayor intensidad la adecuación, siendo obligado que la medida esté directamente conectada con el fin perseguido. Finalmente, debe determinarse si la medida legislativa de que se trate resulta proporcional, es decir, si guarda una relación razonable con el fin que se procura alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los perjuicios ocasionados por el trato diferenciado no sean desproporcionados con respecto a los objetivos perseguidos. De ahí que el juicio de proporcionalidad exija comprobar si el trato desigual resulta tolerable, teniendo en cuenta la importancia del fin perseguido, en el entendido de que mientras más alta sea la jerarquía del interés tutelado, mayor puede ser la diferencia.”


� “Artículo 18.- Quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere el artículo anterior tendrán las obligaciones siguientes:- I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen las propias Actividades sujetas a supervisión y verificar su identidad basándose en credenciales o documentación oficial, así como recabar copia de la documentación;-  II. Para los casos en que se establezca una relación de negocios, se solicitará al cliente o usuario la información sobre su actividad u ocupación, basándose entre otros, en los avisos de inscripción y actualización de actividades presentados para efectos del Registro Federal de Contribuyentes;-  III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Actividades Vulnerables información acerca de si tiene conocimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su caso, exhiban documentación oficial que permita identificarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, declarará que no cuenta con ella;-  IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como la que identifique a sus clientes o usuarios.-  La información y documentación a que se refiere el párrafo anterior deberá conservarse de manera física o electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la Actividad Vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo diferente;-  V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven a cabo las visitas de verificación en los términos de esta Ley, y-  VI. Presentar los Avisos en la Secretaría en los tiempos y bajo la forma prevista en esta Ley.”


� “Artículo 10 bis.-  (Competencia desleal) 1) Los paísees (sic) de la Unión están obligados a asegurar a lo nacionales de los países de la Unión una protección eficaz contra la competencia desleal.- 2) Constituye acto de competencia desleal todo acto de competencia contrario a los usos honestos en materia industrial o comercial.- 3) En particular deberán prohibirse:- 1. cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio que sea, respecto del establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor;-  2. las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor;- 3. las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos.”  


CONVENIO DE PARIS PARA LA PROTECCION DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL.- Convenio publicado en el Diario Oficial de la Federación, el martes 27 de julio de 1976.





� En este Párrafo el Ministro ponente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,  expone la solución jurídica con base en el criterio mayoritario adoptado por el tribunal Pleno sobre el tópico al resolver la Contradicción de Tesis 21/2011. Sin embargo deja a salvo su criterio sobre el tema, en el sentido de que “en mi opinión, si se establece que los tratados internacionales tienen jerarquía superior a la de las leyes ordinarias, consecuentemente una ley que es contraria a un tratado internacional, es una ley inconstitucional; y hay, consecuentemente, una situación de inconstitucionalidad indirecta, porque no le encuentro yo otro sentido a la jerarquía. Si tenemos una norma de grado superior y la norma de grado inferior la vulnera, no creo que esta sea una cuestión de legalidad como si estuviera planteándose una disputa entre leyes o normas de carácter general de la misma jerarquía.” 
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